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			A Alba, por primera vez.

			Y a Ana, como siempre.

		

	


	
		
			 

			 

			 

			 

			 

			¿Qué es el futuro, al fin y al cabo, más que 

			una estructura de expectativas y esperanzas? 

			Reside en la mente. Carece de realidad. 

			 

			J. M. COETZEE en Elisabeth Costello
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			EL VUELCO, EL TRAUMA

			 

			A principios de los años noventa del siglo pasado visitó España el premio Nobel de Literatura Gabriel García Márquez después de algún tiempo sin haber pisado nuestro país (se negaba porque, como colombiano, las autoridades le exigían un visado para entrar). Recorrió la noche madrileña y la vida cotidiana barcelonesa, ciudad en la que posee un piso. Sonreía incrédulo cuando le decíamos lo que valdría su vivienda si la vendiera. Gabo había vivido en Barcelona a finales de los años sesenta y principios de los setenta, cuando era pobre. Allí conoció la grisura del franquismo y los prolegómenos de la transición. En esta visita de los noventa, García Márquez no podía creer el gran salto adelante que había experimentado España, que se manifestaba en numerosos signos externos y en la exhuberancia inmobiliaria. No lo creía por sí mismo, y en comparación con los países latinoamericanos que el escritor frecuentaba (fundamentalmente Colombia y México). España era joven, alegre, moderna, demócrata, y en apenas una década había olvidado los fantasmas de un pasado lleno de intentonas golpistas, se había hecho europea y presumía de su pequeño Estado de bienestar, universalizado en apenas una generación.

			Más o menos al mismo tiempo, el escritor Eduardo Mendoza había publicado, con gran éxito, su pieza Sin noticias de Gurb, primero como folletín por entregas en el diario El País, y luego como novela. Gurb era un extraterrestre que llegaba entre nosotros, adquiría la figura de la cantante Marta Sánchez y se perdía en los recovecos de la ciudad. A su rescate acudía otro alienígena. En las páginas de Sin noticias de Gurb se detalla, en forma de humor, paradojas e ironías, el desarrollo desequilibrado de una sociedad urbana, consumista, competitiva, que parecía no ofrecer límites a la especulación y a la insolidaridad, enloquecida por un capitalismo con apenas frenos, asediada por la prisa de quien crece sin parecer tener límites.

			¿Qué ocurriría hoy si García Márquez o Gurb repitiesen la operación? Desgraciadamente Gabo ya no viaja, y no se sabe que Mendoza quiera resucitar a un Gurb ya más que adulto. En el año 2006 terminé de escribir el ensayo La larga marcha. En España gobernaban los socialistas. El presidente de Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero, acababa de decir a un grupo de visitantes a La Moncloa, entre los que me encontraba, que este país no tenía necesidades que no se pudieran cubrir, tal era la avalancha de dinero de la que se disponía. España disfrutaba, quizá por primera vez en su historia, de superávit en sus cuentas públicas; los tipos de interés, como consecuencia de la entrada en el club de la moneda única, eran muy bajos. ¡Más madera!

			Pocos sospechaban que, apenas un año después, el mundo iba a entrar en la crisis económica más larga y profunda desde la Gran Depresión de los años treinta del siglo pasado. Que dentro del planeta, la parte que más iba a sufrir era Europa, en ese momento ejemplo supremo de integración y de éxito. Que del conjunto de Europa, el sur iba a ser la zona que se iba a empobrecer con más intensidad, y que dos países de ese grupo, Grecia y España, iban a competir para encabezar la clasificación del mayor porcentaje de parados del mundo desarrollado, con cifras que superaron a las de Estados Unidos durante la Gran Depresión. Como atenuante a esa miopía de tantos científicos sociales, quizá valgan las dudas que se expresaban en el prólogo a la primera edición del libro, que finalizaba así: «Creo que tan gigantesco esfuerzo colectivo—la historia de un éxito: la larga marcha de España hacia Europa, como sinónimo de modernidad— no se merece las contradicciones, parálisis y dudas que el proyecto europeo, con sus luces y sus sombras, está ahora, a principios de siglo, experimentando y sufriendo. En algún sitio dijo Claudio Magris, y lo cito de memoria, que deberíamos actuar siempre como Moisés, que sabe que nunca llegará a tierra prometida, pero que no renuncia a caminar hacia ella. ¿No tenía razón el rey Arturo cuando afirmaba que lo importante no era el Santo Grial, sino su búsqueda? Si abandonamos la búsqueda de lo que significa Europa, nos abandonamos a nosotros».

			Si García Márquez o Gurb hubiesen aparecido de repente entre nosotros, en cualquiera de los últimos años, constatarían que nuestro país ha dado un «gran salto hacia atrás». La crisis económica (denominada comúnmente «Gran Recesión») y la gestión que se ha hecho de ella, entre otros factores menores, han provocado una crisis social, política e institucional sin precedentes en la España democrática. Y en muy poco tiempo. El estado de nuestra democracia ha empeorado dramáticamente, hasta el extremo de situarnos en posición de cola, tanto si se tiene en cuenta a los países con mejor salud democrática como a los que tradicionalmente han estado peor. Lo datos comparados apuntan todos en la misma dirección: el porcentaje de insatisfacción con el funcionamiento de la democracia se sitúa en España 17 puntos porcentuales por encima de la media europea. Si nos comparamos con otros continentes, en una muestra de 21 países, España es el que tiene un porcentaje menor de ciudadanos satisfechos con el rumbo emprendido por su país, únicamente superado por Grecia. La desconfianza en el Gobierno y en el parlamento nacional son la segunda y la tercera más altas de la Unión Europea (UE). Igualmente, la desconfianza en la UE se sitúa en segunda posición. Las bases de apoyo a nuestro sistema político y económico se han roto; la consideración de la democracia como mejor forma de Gobierno ya no es unánime; el respaldo a la economía de mercado ha dejado de ser mayoritario; la crítica a los partidos políticos se ha agudizado tanto como para que la mayoría dude ahora de su necesidad; el europeísmo ha descendido; el cuestionamiento del bipartidismo imperfecto, que ha caracterizado al sistema de partidos, se ha extendido enormemente entre la población; el apoyo a la monarquía está quebrándose; y la opinión pública se polariza entre los que prefieren un Estado centralizado y los que defienden posiciones independentistas.

			¿Cómo se puede interpretar un vuelco como éste, en tan poco tiempo?

			En el verano del año 2007 arrancaba una crisis económica de la que muy poca gente conocía cuáles iban a ser su profundidad, su duración y las consecuencias letales que iban a caracterizarla. Cuando llevaba instalada bastantes meses entre los ciudadanos de medio mundo se la bautizó como «Gran Recesión», en recuerdo de la Gran Depresión de los años treinta del siglo pasado, a la que tanto se parecía (y de la que tanto se diferenciaba, como luego veremos). Esta crisis arrancó en Estados Unidos con el impago de las hipotecas de alto riesgo (subprime) y luego se desplazó a Europa, que no tenía ese tipo de hipotecas, con un aspecto distinto. El desarrollo de las hipotecas subprime era el desiderátum de la financiarización de la economía mundial, que se había hecho hegemónica en las últimas tres décadas. Las hipotecas de alto riesgo se concedían a ciudadanos que no tenían posibilidades de pagarlas si subían los tipos de interés, y eso fue lo que ocurrió. Al lado del concepto de subprime se popularizó el de «titulización»: antes, los que financiaban los préstamos (sobre todo los bancos) los conservaban en sus propias carteras; en los primeros años de este siglo los partidarios de la nueva financiación descubrieron los modos de empaquetar («titulizar») los créditos y repartir esos valores y sus riesgos en forma piramidal. La titulización consiste en reunir en un mismo paquete distintas hipotecas individuales (cada una con sus características, con sus diferentes tipos de interés, plazos y garantías) y, posteriormente, dividirlas y repartirlas entre distintas entidades a cambio de una comisión. Así, se diluye el riesgo entre muchos bancos. El multimillonario americano Warren Buffet llamó a ese procedimiento «arma de destrucción masiva». Así empezó todo.

			En su novela Memorial del engaño, el novelista mexicano Jorge Volpi cuenta un caso de titulización de libro. Como casi siempre, la ficción supera al ensayo en la claridad de la descripción de la realidad. En un epígrafe titulado «Coro de los banqueros», Volpi cuenta una reunión de ejecutivos del banco de inversión JP Morgan en Boca Ratón (Estados Unidos), donde conciben «la Nueva Gran Idea, convirtiéndola en la gallina de los huevos de oro». Uno de los mejores clientes del banco era la primera empresa del mundo por tamaño, la petrolera Exxon. Uno de sus cargueros, el Exxon Valdez, encalló en Alaska en 1989 provocando un monstruoso desastre ecológico. Para reparar los gigantescos daños, Exxon necesitaba que JP Morgan le concediese una línea de crédito por valor de 5.000 millones de dólares. El banco no tenía alternativa, so pena de perder su jugosa cuenta, pero ello significaba abrir un enorme boquete en sus libros de contabilidad. Fue entonces cuando vino en su auxilio «la Nueva Gran Idea»: «¿Y si encontrásemos a alguien que quiera comprar la línea de crédito a Exxon a cambio de una comisión? [...] ¡Brillante, brillantísimo!». Se encontró ese socio, el público Banco Europeo para la Reconstrucción y Desarrollo. Todos podían ganar si se lograba dar vida al primer swapp (permuta) de deuda de la historia. Si se firmaba el acuerdo, dice Volpi, Exxon obtendría sus 5.000 millones de dólares, el banco lograría una jugosa comisión, y JP Morgan ya no tendría que desembolsar era enorme suma. Se habría diluido el riesgo, al dividirlo entre los tres participantes en el acuerdo: «La operación resultaba tan original y novedosa que ni siquiera existía un nombre para designarla. Nosotros lo inventamos. Permuta de incumplimiento crediticio o CDS (Credit Default Swap) [...] Cuando pocos años más tarde las CDS contrajeron nupcias con las hipotecas subprime, nuestro invento terminaría por convertirse en un arma de destrucción masiva. Pero, entonces, eso no importaba».

			 

			 

			CRISIS MAYORES Y CRISIS MENORES

			 

			Desde entonces, la Gran Recesión habita entre nosotros. Por ahora dura un septenio, lo que la convierte en la crisis económica más larga desde la Gran Depresión, que, no se olvide, sólo terminó con una guerra mundial. Los historiadores diferencian entre las crisis mayores y las crisis menores de la economía. Las últimas son las crisis cíclicas que se dan, habitualmente, cada tres o cuatro años; las crisis mayores del capitalismo son las dos guerras mundiales y la Gran Depresión, a las que se ha unido con honores propios, por las secuelas que está generando entre los ciudadanos, la Gran Recesión. En abril de 2009, medio año después de la caída de Lehman Brothers, dos historiadores especializados en el mundo de la economía, Barry Eichengreen y Kevin H. O’Rourke, publicaron una comparación histórico-estadística de la Gran Depresión con la crisis actual. Su análisis fue uno de los más pesimistas que habían aparecido hasta entonces. Contrastaba con la sensibilidad cotidiana que tenía la gente hasta el verano de 2007: afirmaban los historiadores que lo que estaba pasando tenía todas las dimensiones de una depresión y el rótulo de Gran Recesión se podía quedar corto. Incluso criticaron por blando, amablemente, al Nobel de Economía Paul Krugman, que había utilizado el concepto de «Gran Depresión a medias» y luego usó el de «Gran Depresión menor».

			Hay al menos cuatro disparidades sustanciales entre la Gran Depresión y la Gran Recesión. La primera, la más polémica, es la diferencia en la calidad de las respuestas públicas dadas: en los años treinta del siglo XX, esas respuestas tardaron mucho en llegar porque la sensibilidad dominante era el capitalismo de laissez-faire, que consideraba que el sistema se purgaría a sí mismo, y era más eficaz la no intervención del sector público. El secretario del Tesoro de la época, Andrew W. Mellon, proponía «liquidar los sindicatos, las bolsas, la agricultura, los bienes raíces [...] Eso purgará la podredumbre del sistema. El alto coste de la vida se vendrá abajo. La gente trabajará más duro, vivirá una vida más moral. Los valores se ajustarán y las personas emprendedoras reflotarán los fracasos de las menos competentes». Mellon era multimillonario. A partir de 2007 las autoridades pusieron en marcha una política monetaria expansiva, con abundantes dosis de liquidez, tipos de interés próximos a cero, y ayudas extraordinarias de dinero público a paladas para solucionar los problemas de los bancos; en algunos lugares también se instrumentaron planes de estímulo a la demanda. Son estas políticas las que generaron el déficit y la deuda pública, no el déficit y la deuda pública los que causaron la Gran Depresión. No se puede llamar a este sistema neoliberalismo, sino que se asemeja más a un capitalismo de Estado.

			La segunda gran diferencia es ideológica. En la segunda década del siglo XXI no existe alternativa al capitalismo como sistema dominante, mientras que en la década de los treinta del siglo XX dos totalitarismo de signo contrario—el comunismo y el fascismo—pugnaban por ser hegemónicos y alternativos, y estaban en el momento álgido de su poder. En la actualidad, los más osados hablan como mucho de «refundar el capitalismo», regularlo, embridarlo, reformarlo..., pero no sustituirlo.

			En los años treinta, en medio del marasmo económico, muchos países aplicaron el proteccionismo para salvar las economías nacionales. Se multiplicaron las políticas de «perjuicio al vecino» (Joan Robinson). En la actualidad, y esta es la tercera diferencia, aunque hay abundantes casos de proteccionismo (aranceles, impuestos a la importación de algunos productos, cupos...), éste no se ha generalizado. El anterior director de la Organización Mundial de Comercio (OMC), el francés Pascal Lamy, lo denominó «proteccionismo de baja intensidad». En un informe, la OMC reconocía que «a pesar de un centenar de medidas restrictivas del comercio, en general se ha evitado el recurso a medidas proteccionistas de elevada intensidad», y decía también algo muy subrayable: que el proteccionismo comercial selectivo no es propio sólo de las crisis—aunque en los momentos bajos del ciclo se exacerba—, sino que también ha sido una de las características de la globalización en tiempos de prosperidad.

			La última diferencia, una de las más significativas, es la existencia del Estado de bienestar en el mundo desarrollado: los sistemas de protección frente a la debilidad económica de los que se ha dotado hasta el momento alrededor de una sexta parte de la humanidad. Unos mil millones de personas conocen, en uno u otro grado, la existencia de la educación, la sanidad y las pensiones universales, el seguro de desempleo, la asistencia a las personas dependientes y el derecho laboral. Este comporta la socialización de los sueldos, de modo que las condiciones de trabajo se discutan a través de la negociación colectiva y no de la negociación individual entre el empresario y el asalariado. La extensión del Estado de bienestar a otras zonas del mundo, y su profundización en las que ya existe o su marcha atrás, defendida por algunos de quienes entienden que resta eficacia al crecimiento, es una de las batallas ideológicas centrales de nuestro tiempo. El Estado de bienestar como la mejor utopía factible de la humanidad en el último siglo.

			Desde el verano de 2007, en el vientre de la Gran Recesión se han mezclado crisis distintas y al conjunto de las mismas es al que se ha dado ese nombre. Primero, como hemos visto, fue un problema estadounidense de impagos de créditos de alto riesgo para la vivienda; luego fueron las dificultades, en el inicio de liquidez y luego de solvencia, de los bancos; a continuación devino en el crecimiento gigantesco de la deuda privada y pública (se socializa una buena parte de la deuda privada de las entidades financieras); por último, las incógnitas aterrizan en la economía real en forma de paro masivo, empobrecimiento de las clases medias y mortandad de centenares de miles de empresas. Todo ello conlleva una desafección hacia el sistema económico y político que se traslada a una falta de calidad de la democracia.

			Pues bien, aunque en cada momento durante este septenio la crisis ha adoptado una faz dominante (inmobiliaria, financiera, de las cuentas macroeconómicas, de la vida cotidiana de muchos ciudadanos...) ningún problema se ha resuelto cuando otro le ha sustituido en el frontispicio de la atención pública. Todos están latentes entre nosotros. Por ello es tan difícil pronosticar el fin de los problemas y la vuelta a la «normalidad» perdida (que, en realidad, nunca existió). En tiempos de incertidumbre como éstos sólo estamos seguros de que la estación de llegada será distinta de la de salida.

			 

			 

			LA DESIGUALDAD COMO FORMA DE VIDA

			 

			¿Por qué sucedió todo esto? Las explicaciones monocausales no sirven a la hora de encontrar respuestas solventes a unas dificultades que comenzaron siendo económicas pero han trascendido al territorio de lo institucional (la gobernanza), lo social (lo cotidiano) y lo político (las formas de representación). Si hubiera que destilar un elemento por encima de los demás ese sería el de la desigualdad. La desigualdad como forma de vida, estimulada por tres décadas de revolución conservadora, fue soportable para una buena parte de la población mientras se cumplió, más o menos, el contrato social implícito de nuestras sociedades: nosotros (los más ricos) nos llevamos la tajada más importante de los beneficios del bienestar; a cambio, vosotros (los pobres) recibís trabajo, salarios que mejoran, y protección si os quedáis atrás por cualquier tipo de debilidad (laboral, de salud...). Cuando la gente percibe la caída económica y visualiza con dolor sus consecuencias, los principales conflictos surgen por la distribución de lo poco que hay. Por el reparto de la escasez. En periodos de auge, la multiplicación de las diferencias parece más asumibles, aunque tampoco lo es: unos mejoran mucho, demasiado, pero los más recogen al menos las migajas del bienestar. Ese es el contrato. Se soporta el malestar. Éste se incrementa exponencialmente cuando la mayoría ve que se reduce el mínimo minimorum con el que han de sobrevivir y protegerse. El escándalo y la alarma social emergen cuando, al tiempo que se hacen públicos los extraordinarios bonos de los ejecutivos de las cúpulas empresariales y financieras (y los escándalos de corrupción), se recortan la sanidad, las pensiones, la educación, la dependencia, los salarios... El acuerdo no escrito entre los ciudadanos, las élites y el Estado exige la provisión de bienes públicos y protecciones económicas y sociales básicas, incluyendo oportunidades razonables de empleo y un cierto grado de seguridad por el mero hecho de ser ciudadano. Una parte de ese contrato contemplaba algo de equidad: que los pobres compartiesen las ganancias cuando la economía crece y que los ricos contribuyesen a paliar las penurias sociales en momentos de crisis. Eso es lo que se ha roto con la Gran Recesión de estos años.

			El sociólogo Robert Castell ha utilizado el concepto de «desafiliado» para referirse a las abundantes categorías de excluidos o marginados que se multiplican entre nosotros. El desarraigo tiende a hacerse permanente entre numerosos ciudadanos, que dejan de serlo. La integración social deviene una ensoñación para los que van quedándose por el camino de las crecientes dificultades o para los que, como los jóvenes, ni siquiera han podido iniciarlo y que no conocen lo que es un empleo decente y estable, sea cual sea su nivel de cualificación. Más allá del paro y la reducción de la renta disponible familiar se extiende una suerte de desocialización de la sociedad, valga la contradicción, y un aumento de la exclusión. Hannah Arendt hablaba del «derecho del ciudadano a tener derecho». Y al tiempo que se multiplican los desafiliados se hace realidad la rebelión de las élites que hace casi tres décadas pronosticó Christopher Lasch. Frente a la orteguiana rebelión de las masas, Lasch desarrolló las circunstancias en que grupos privilegiados de actores políticos y sociales, representantes de los sectores más aventajados de la sociedad, se liberan de la suerte de la mayoría y dan por concluido de modo unilateral el contrato social que los une como ciudadanos. Al aislarse en sus redes y enclaves de bienestar—en su mundo—esas élites extractivas (concepto desarrollado por los economistas Daron Acemoglu y James A. Robinson) abandonan al resto de las clases sociales a su albur, fragmentando el interior de las naciones y traicionando la idea de una democracia concebida por todos los ciudadanos. Las élites extractivas viven en un mundo de intereses particulares, ideología, conceptos abstractos y símbolos: la creación de valor, la evolución instantánea de los mercados, las tendencias financieras, la tecnología y la comunicación globales, el mercado como la representación de la democracia... Viven en la representación de una comunicación planetaria, más coincidente con las élites de otros lugares que con las gentes corrientes con las que se cruzan a diario. La apertura de fronteras, su cosmopolitismo, les aleja de las clases medias y bajas, mucho menos favorecidas por la globalización y sujetas a una creciente precariedad laboral y al progresivo deterioro del Estado de bienestar y de los servicios públicos. Según Lasch, la quiebra del pacto social conlleva una democracia individualista, basada no tanto en elementos solidarios como en el respaldo de los derechos personales, en un egocentrismo que define como «modelo narcisista de democracia». Una tendencia que acentúa nuevas formas de desigualdad social y cultural, provocando esa reducción citada de la calidad de la democracia.

			El economista norteamericano Nouriel Roubini, profesor de la Universidad de Nueva York, uno de los que antes pronosticaron lo que se venía encima (lo que le valió el apodo de «doctor Catástrofe») entiende que la multiplicación de la desigualdad es el auténtico epicentro de la Gran Recesión, su origen último, y lo explica a través de los siguientes pasos dialécticos:

			1) El mediocre incremento de los ingresos de los ciudadanos durante las últimas décadas generó una brecha extraordinaria entre los ingresos y las aspiraciones de gasto («no ser menos que el vecino»). En muchos países—España entre ellos—la respuesta del sistema fue una democratización del crédito. La liberalización financiera permitió a las familias con dificultades económicas obtener préstamos con los que compensar la diferencia entre los gastos y los ingresos, lo que condujo a un incremento de la deuda privada.

			El catedrático de la Universidad de Chicago Raghuram Rajan describe «la trampa de acceso al crédito»: a las familias, en el fondo sólo les preocupa su capacidad de consumo a lo largo del tiempo. Los ingresos son sólo un medio para obtener ese flujo de consumo. Un político avispado, o cínico, puede observar que si se mantiene de algún modo el consumo de las familias de clase media, si pueden permitirse un coche nuevo cada pocos años y de vez en cuando unas vacaciones en un lugar exótico, quizá presten menos atención al estancamiento de sus sueldos. Así, una forma de ampliar el consumo, incluso mientras los ingresos se estancan, es la mejora y la expansión de los préstamos. No sorprende, pues, que una de las respuestas políticas al incremento de la desigualdad (tanto si ésta fue cuidadosamente planificada como si se escogió porque parecía ser el camino más fácil) consistiera en estimular la concesión de créditos a las familias, sobre todo, pero no exclusivamente, a las familias con ingresos bajos. El impulso proporcionado a los créditos para la adquisición de viviendas es sólo el ejemplo más notorio. El beneficio (mayor consumo) era inmediato, al tiempo que el pago de la inevitable factura se podía aplazar al futuro. De hecho, antes de la crisis, la desigualdad en el consumo no aumentó ni mucho menos tanto como lo hizo la desigualdad de ingresos y patrimonio: la deuda era lo que reducía la diferencia. Dice Rajan: «Por cínico que pueda parecer, el crédito fácil fue utilizado como un paliativo por las sucesivas administraciones [se refiere a las de Estados Unidos] que han sido incapaces de abordar de forma directa las inquietudes y preocupaciones más profundas de la clase media: ¡Qué coman crédito!».

			2) En las economías de Europa occidental, la brecha entre ingresos y aspiraciones de gasto quedó cubierta por la prestación de servicios públicos (gratuidad de la educación o de la atención sanitaria) que no eran totalmente financiados con los impuestos, lo cual provocó el incremento de los déficit y de la deuda pública.

			3) En ambos casos, ese creciente endeudamiento privado y público se hizo insostenible con el tiempo y desembocó en la crisis financiera (al tener altísimos niveles de morosidad, los bancos empezaron a tener problemas de solvencia y se tomó la decisión de apoyarlos). Por tanto, aunque en un principio se produjo un rápido crecimiento de la deuda privada (en las economías anglosajonas del capitalismo del laissez-faire, y en países como España) y de la deuda pública (en las economía del Estado de bienestar), ambos modelos socializaron la deuda y acabaron con niveles de deuda pública descomunales y a veces insostenibles.

			4) Las empresas de las economías avanzadas redujeron muchos puestos de trabajo amparadas en la incertidumbre, el exceso de capacidad productiva (se producía mucho más de lo que se consumía) y una insuficiente demanda final.

			5) La eliminación de empleo reduce las rentas del trabajo, aumenta las desigualdades y disminuye de nuevo la demanda final. Lo que es individualmente racional (las empresas necesitan sobrevivir y prosperar, tener beneficios y lograr los objetivos de rentabilidad que establecen sus propietarios) es destructivo a escala agregada, ya que los costes laborales de una empresa son la renta y la demanda de los individuos. He aquí el círculo vicioso: los mercados libres no crean suficiente demanda final ya que las empresas han reducido empleo debido a la insuficiencia de la demanda, y esto ha disminuido aún más la renta a los ciudadanos y la demanda final.

			6) El grave deterioro de la distribución de la renta provocado por la brusca reducción de los costes (desde la mano de obra hasta el capital, desde los salarios hasta los beneficios, desde los pobres hasta los ricos, desde las familias hasta las empresas...) reduce la demanda agregada (global), puesto que la propensión marginal a gastar de los hogares, los trabajadores y los pobres es mayor que la de las empresas, los propietarios de capital y los ricos.

			7) Sostiene Roubini que Marx tenía razón (y eso pese al hecho de que muchas de sus ideas eran erróneas, y su tesis de que el socialismo sería un sistema mejor ha demostrado estar equivocada) al mantener que la globalización, el capitalismo financiero sin restricciones y la redistribución de la renta y la riqueza desde el trabajo hacia el capital podrían abocar al capitalismo a la autodestrucción. Según Marx, el capitalismo desrregulado podía conducir a un exceso periódico de capacidad y de producción, al subconsumo y a las reiteradas crisis financieras destructivas, alimentadas por el alza y la caída de los precios de los activos financieros y las burbujas del crédito.

			8) Todo modelo económico que no aborde adecuadamente la desigualdad a través de la provisión de bienes públicos y la igualdad de oportunidades acabará enfrentándose a una crisis de legitimidad. Existen ya abundantes estudios de investigación académica que demuestran que la creciente desigualdad conduce a un crecimiento económico menor. Incluso dejando a un lado la cuestión de la justicia, la desigualdad es nociva según los criterios tradicionales de «eficiencia» económica.

			 

			 

			LAS TRES HERIDAS

			 

			Éste es el contexto en el que se desarrolla la crisis española desde el año 2008, que tiene elementos específicos y que forma, a estas alturas, parte central del problema, ya que nuestro país está situado en la zona más retrasada del planeta (el sur de Europa) en cuanto a sus posibilidades de recuperación. Si la buena vida, la buena economía o las buenas intenciones deben conducir al bienestar de los ciudadanos («la buena vida», lo denominaba Keynes), este último septenio ha supuesto para la mayoría de los ciudadanos españoles un enorme salto atrás. Lo contrario que en la etapa anterior, suficientemente descrita en el conjunto de este libro. Todo lo que se refiere a sus intereses fue en sentido inverso al progreso. Parafraseando el poema de Miguel Hernández «Las tres heridas», la gente se ha encontrado con la confluencia de tres heridas: la profundización de una crisis económica que por su duración y secuelas constituirá el acontecimiento central de nuestra época y que cambiará sin duda la forma de pensar y de vivir de mucha gente; una crisis política que pone en cuestión mucho de lo conseguido y ante la cual las principales formaciones políticas no han encontrado modos de consenso sino que, por el contrario, se han visto afectadas por fenómenos de corrupción que han multiplicado la decepción y una fuerte alarma social, y un deterioro institucional acentuado, que conlleva la percepción de que pocos de los organismos de los que nos habíamos dotado para convivir en la joven democracia española (desde la forma de Estado hasta la propia configuración autonómica, pasando por la justicia, el parlamento, los partidos políticos, los sindicatos, los medios de comunicación...) continúan vigentes y son eficaces para seguir transitando.

			Todo ello no es un fenómeno estrictamente español, como apuntan muchos regeneracionistas de última hora, pero en nuestro país ha adquirido cotas muy acentuadas. El premio Nobel de Economía Joseph Stiglitz habla de una crisis de gobernanza muy generalizada en tres aspectos: 1) los mercados no funcionan y el ejemplo más notable de ello es el mercado de trabajo (el principal efecto de la crisis económica en las zonas más afectadas por ella es el crecimiento del paro); 2) el sistema político (la democracia) no es capaz de corregir los fallos de esos mercados, por lo que se deslegitima crecientemente; 3) como consecuencia de lo anterior, aumenta el desapego respecto a la economía de mercado y respecto de la democracia, lo que recuerda a otros momentos trágicos de la historia creciente del mundo.

			La crisis económica es el factor dominante de nuestro tiempo, el más urgente de resolver. Pero no el único. Hasta el punto de que, si no se hace nada, cuando este momento de la coyuntura quede superado (se tarde más o menos en volver a una cierta «normalidad»), los problemas políticos e institucionales seguirán ahí. En el libro se insiste mucho en la experiencia de la Segunda República (1931-1939), que muestra que una crisis económica y grave es un pasivo que complica, hasta hacerla imposible, la construcción de una democracia. Un político español dijo en el año 1932: o los demócratas acaban con la crisis económica o la crisis económica acabará con la democracia. Hoy el marco de referencia de la globalización, y la pertenencia a un club como la UE matizan esa reflexión, pero, de cualquier manera, hay que asumir la historia para no repetirla. Sólo los pueblos sin problemas no tienen historia, decía Adolfo Suárez. También se reproducen las palabras sabias del socialista Indalecio Prieto, en sus Convulsiones de España: «No entender políticamente el mundo de la crisis económica y no presentar ante él una política económica coherente constituyó una de las causas del fracaso de la Segunda República».

			El problema diferencial de la economía española respecto a la mayor parte de las de su entorno (en este asunto sólo se mide con Grecia) es la monstruosa tasa de paro, que ha llegado a superar el 26 por ciento de la población activa durante algunos meses del año 2013. Ni siquiera Estados Unidos en tiempos de la Gran Depresión alcanzó un porcentaje tan elevado de desempleados. Muchos países tienen altas primas de riesgo, porcentajes de dos dígitos de déficit y deuda pública... pero no índices de paro tan espectaculares. La desagregación de la tasa de paro española conlleva en su interior noticias muy malas: casi dos millones de hogares en los que todos sus miembros están sin trabajo, o casi 700.000 familias en las que se ha acabado el seguro de desempleo y no reciben ningún tipo de ayuda pública. Un informe de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) de marzo de 2014 resaltaba que desde 2007 el paro español (que representa el 55% del alza del paro en toda la eurozona) se ha incrementado a un ritmo de más de 13.000 personas por semana. De los casi seis millones de parados, el 45% son de larga duración.

			A ello se le ha añadido otra realidad, denunciada por la Comisión Europea en otro informe del mismo periodo: encontrar trabajo en nuestro país—y en otros como Rumanía, Bulgaria y Grecia—, siendo muy difícil, no es garantía suficiente para salir de la pobreza, debido a la elevada proporción de contratos temporales o a tiempo parcial: sólo el 35% de los españoles en riesgo de pobreza o exclusión (un universo que ha crecido desde el 23,3% del total en el año 2007 hasta el 28,2% en 2012, últimos datos disponibles), aún encontrando trabajo, logra eludir ambos riesgos. Únicamente Rumanía y Bulgaria ofrecen una perspectiva peor. Al presentar este informe, el entonces comisario de Empleo de Bruselas, László Andor, declaró que no se puede decir que poseer un trabajo en España equivale necesariamente a tener un estándar de vida decente: incluso si el paro se redujese gradualmente, como se prevé en todos los escenarios, podría no ser suficiente para revertir el crecimiento de la pobreza, especialmente si la polarización salarial continúa; también dijo que «debemos crear empleo, pero de calidad, para lograr una recuperación sostenible que no tenga sólo como efecto combatir el paro, sino igualmente reducir la pobreza». Este severo dictamen llegó acompañado de las palabras del vicepresidente de la Comisión Europea y comisario de Asuntos Económicos, el finlandés Olli Rehn: «Llevará 10 años arreglar la crisis española». En el texto citado de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) se escribe: «Resulta altamente improbable que una recuperación económica, aún sólida, pueda por sí sola, poner fin a la crisis del mercado de trabajo y a la crisis social que el país atraviesa actualmente».

			A principios del año 2014 España había salido técnicamente de la recesión, pero la crisis no había acabado, si este final se identifica con un cambio de tendencia en la holgura económica cotidiana de las familias y con el inicio de una recuperación neta de lo perdido en materia de empleo, renta disponible o protección social. Este es un buen momento, como cualquier otro, para analizar las consecuencias de la crisis en nuestras sociedades. De la Gran Depresión se salió con una teoría económica, el keynesianismo, que se aplicó con mucho éxito durante casi tres décadas: fue el periodo en el que las economías crecieron más y con menos desigualdades sociales. En cambio, para superar la fase más dura de la actual crisis se ha aplicado una práctica económica, el capitalismo de Estado, consistente en aportar enormes cantidades de dinero público (y otro tipo de ayudas en especie) para superar los problemas de los sistemas financieros. Se estima, por ejemplo, que en Estados Unidos se inyectaron directamente en los bancos privados 3,3 billones de dólares con el objeto de sanearlos (se nacionalizaron para, a continuación, una vez sanos, reprivatizarlos). Otros cálculos indican que el rescate a los bancos europeos ha costado hasta ahora 1,6 billones de euros a los contribuyentes europeos. En el otro extremo, la salida de la recesión deja un crecimiento exponencial del paro y una intensa devaluación de los salarios.

			Un manifiesto elaborado por cinco economistas (¡Actúen ya!, de Heiner Flassbeck, Paul Davidson, James K. Galbraith, Richard Koo y Jayati Ghosh) afirma que con esta crisis el paro ha alcanzado un máximo en más de 50 años y al mismo tiempo la participación de los salarios es la más baja de la historia. Los intentos de flexibilizar los mercados laborales y de mejorar la competitividad de los países a través de reducciones salariales han llevado a una carrera internacional de mínimos. «Por consiguiente», dicen, «se ha disparado la desigualdad y se han ensombrecido las expectativas de toda una generación. El elevado paro juvenil y la pérdida de confianza en las oportunidades de progresar socialmente crean un terreno abonado para los extremistas que amenazan la democracia». Es lo que aspira a hacer el protagonista de la película El lobo de Wall Street: robar a los pobres para dárselo a los ricos.

			Las consecuencias de este tipo de salida de la crisis serán muy grandes también desde el punto de vista de las oportunidades vitales. Veamos lo sucedido en España, contado desde otro punto de vista: desde 2008 hasta la actualidad se han perdido en la UE alrededor de 5,6 millones de puestos de trabajo de los cuales dos de cada tres pertenecen al mercado de trabajo español. Lo cual muestra el carácter específico de la Gran Recesión española. Al tiempo, la renta media de los hogares, en vez de aumentar como cuando se progresa, se ha reducido un promedio del 8,5%. España es el país en el que más ha aumentado el paro desde el inicio de la crisis y donde la distribución de la renta ha mostrado una evolución más negativa desde el punto de vista de la igualdad.

			El aumento del paro, por sí mismo, no tiene un efecto automático sobre la desigualdad de la renta de los hogares, pero si se le suma la reducción de la cobertura y de la generosidad de las prestaciones por desempleo, se explican las razones (desde la parte baja de la sociedad) por las cuales España ha pasado, desde 2007, de ocupar la quinta posición en la clasificación de la desigualdad de la UE (tras Grecia, Italia, Portugal y el Reino Unido) a situarse en cabeza, seguida de Grecia (Encuesta de Condiciones de Vida de Eurostat, la oficina de estadísticas de la Comisión Europea).

			El informe «Perspectivas de la sociedad 2014», de la OCDE manifiesta con rotundidad esta divergencia en los sufrimientos de la crisis y en las políticas de austeridad: la crisis del mercado de trabajo y sus consecuencias en la disminución de ingresos no han afectado a todos por igual. Las dificultades están altamente concentradas en los hogares más desfavorecidos: uno de cada seis adultos en edad de trabajar—el doble que antes de la crisis—vive en un hogar en donde nadie trabaja. Globalmente, el 10% más pobre ha visto disminuir sus ingresos en un 14% anual y así, entre 2007 y 2010 (periodo que mide el estudio y que, por lo tanto, excluye lo sucedido en estos cuatro últimos años) este sector de la población ha perdido prácticamente un tercio de su ingreso. Esta es, con mucho, la mayor caída en la OCDE (la pérdida de ingreso medio entre los hogares de bajos ingresos en la treintena de países que conforman esta organización multilateral fue del 2% anual). Por otro lado, los ingresos del 10% más rico en España disminuyeron en aproximadamente un 1% al año). La consecuencia más directa de esta situación ha sido el fuerte aumento de la desigualdad de ingresos: en 2010, los ingresos medios del decil más rico fueron 13 veces más altos que los ingresos medios del decil más pobre, siendo la media de la OCDE de 9,4 veces. La dramática disminución del ingreso disponible también refleja lo dispareja que es la protección de los afectados por el paro. Teniendo una tasa de desempleo 2,5 veces más alta que la media de la UE, el gasto en prestaciones en España para las personas en edad de trabajar (como las prestaciones por desempleo y familiares) está apenas en la media de esa zona en términos absolutos. El gasto por desempleado en programas de activación (como la ayuda a la búsqueda de un puesto de trabajo o la formación) disminuyó en más de dos tercios entre 2007 y 2011, de unos 390 euros al mes a 160 euros al mes; la coordinación entre las oficinas públicas de empleo regionales y nacionales sigue siendo un desafío.

			La larga marcha contempla la política económica que ha seguido España desde el año 1959—año de ruptura con la política aplicada desde el final de la Guerra Civil y la implantación del primer plan de estabilización en la historia contemporánea—hasta las primeras medidas del Gobierno de Rodríguez Zapatero, basadas en la expansión de la demanda. A partir de ahí llega la Gran Recesión y casi todo cambia. Desde ese momento, aunque con distintas graduaciones, la política económica aplicada en la segunda parte del segundo y último mandato de Zapatero y la primera legislatura del Partido Popular y Mariano Rajoy comparten parecida tendencia hacia el ajuste y hacia la austeridad, que llega como un diktat, primero desde Bruselas y luego desde esa entidad inorgánica denominada «troika», compuesta por la Comisión Europea, el Banco Central Europeo (BCE) y el Fondo Monetario Internacional (FMI).

			 

			 

			INTERVENIR SIN INTERVENIR

			 

			Existe un documento exculpatorio de primera importancia sobre el giro copernicano que dará la política económica socialista a partir del mes de mayo de 2010, que son las memorias del presidente de Gobierno José Luis Rodríguez Zapatero, tituladas El dilema. En ellas está la explicación a su tardanza en el reconocimiento de la crisis («Hasta julio de 2008 no hablé de “crisis” al referirme a la situación económica española [...]. Debo reconocer que ya en aquellos momentos algunos de mis colaboradores eran partidarios de usar la palabra crisis, tal y como hice a partir del 8 de julio de ese año en una entrevista a la cadena de televisión Antena 3. Sí, fue un error no hacerlo antes, porque en la calle y en los medios ya había empezado a calar un cierto clima de crisis, sensación que se iba a ver, por supuesto, confirmada después, con el crash financiero que se produjo a partir del otoño, a pesar de que éste no fuera en absoluto previsible en la primavera de 2008. Fue un error dar la impresión de que se combatía una determinada percepción en la sociedad por parte de alguien al que se atribuía una predisposición optimista ante la realidad, pero fue un error que—pienso sinceramente—no afectó a nuestra reacción, a que ésta se produjera, frente a los síntomas de deterioro inicial que se detectaban en aquellos meses») y también su reacción ante las demandas de Europa so pena de una intervención directa en la economía española.

			En sus dos legislaturas al frente del país, a Zapatero le tocó defender con la misma vehemencia e intensidad unas medidas (por ejemplo, planes keynesianos de estímulo para cortar la sangría del desempleo en momentos de recesión muy duros, que suponían incrementos de la inversión y del gasto público y que generaban déficit y deuda públicas) y las contrarias (estabilización fiscal, eliminación de partidas presupuestarias de ayuda las familias y a los parados de larga duración, la congelación de la mayor parte de las pensiones, la disminución de los sueldos de los funcionarios, o una reforma ultrarrápida de la Constitución para introducir en ella un límite muy reducido al déficit estructural máximo y el principio de que la primera obligación a pagar es la partida de la deuda, por delante de las pensiones, la educación o la sanidad), en una fase de la crisis en la que el principal problema eran los ataques especulativos contra la deuda soberana, que hubieran podido acabar (se pensaba entonces) con el propio euro como moneda única europea.

			¿Cuál era el verdadero Zapatero, el primero o el último, más allá de que las diferentes coyunturas?, ¿qué representaba mejor sus convicciones? La percepción general fue la de un Gobierno contradictorio y, sobre todo, sometido—una vez que no pudo mantener durante más tiempo la dirección de su política económica—a los intereses de los principales socios europeos y al dictado de los mercados.

			La representación más gráfica de ello se da en una ciudad y en una fecha: Bruselas, 9 de mayo de 2010, en una reunión de los ministros de Economía de la eurozona (a la que asiste por parte de España Elena Salgado, que había sustituido en el puesto a Pedro Solbes) en la que se toman algunas de las decisiones más importantes en mucho tiempo, sobre todo para nuestro país, y que marcarán el carril de su política económica por un periodo que todavía no ha acabado ni del que se atisba su final. Alguien tituló el resultado de esa cumbre «Europa se reinventa en una sola noche». De madrugada, en el último momento, como Europa suele tomar los acuerdos más trascendentales, la UE aprueba en términos genéricos nuevos mecanismos de gobierno y esboza el paso de una unión monetaria a una unión económica. La cumbre de responsables económicas se cierra con cinco grandes conclusiones:

			1) Se crea un fondo de recate para evitar una segunda, tercera o cuarta Grecia. Este país había tenido que ser salvado de la suspensión de pagos, unos meses antes, a través de las ayudas de la UE y el FMI.

			2) Los países más acosados por la especulación de los mercados, los periféricos, a los que parte de la prensa anglosajona denomina despectivamente países PIGS (acrónimo de Portugal, Italia, Grecia y España), pero sobre todo España y Portugal, son obligados a dar un giro de 180 grados a su política económica, a favor de un ajuste muy pronunciado e inmediato, y drásticos recortes sociales para limitar, en un periodo muy corto de tiempo, sus niveles de déficit público.

			3) El BCE, cuya misión principal está definida por sus estatutos (cuidar de la inflación) adquiere una nueva función casi sacrílega para sus representantes más duros, los «halcones» (básicamente Alemania, y su glacis geopolítico). Comprará deuda soberana de los países europeos con problemas para limitar la especulación que se abate sobre ellos.

			4) Se anuncia una estrategia para potenciar la coordinación económica de la UE, más allá de la política monetaria: un Pacto de Competitividad que complementa el Pacto de Estabilidad y Crecimiento vigente desde el principio del euro como moneda única (aunque violentado, cada vez que no consideran oportuno, por los países más importantes de la eurozona, Alemania y Francia, en lo que se refiere al déficit público).

			5) Hay una intervención directa del presidente americano en la crisis económica europea. Obama se pone en contacto con los principales líderes de los países, incluido España (a quien se considera too big to fail, demasiado grande para quebrar; la economía española tiene un tamaño de cuatro veces la griega, cinco veces la irlandesa o seis veces la portuguesa). Obama tiene como objetivo prioritario de esa intervención evitar el contagio de la deuda europea sobre la deuda americana. Esta es una de las grandes paradojas de la historia de esta crisis: las turbulencias financieras generadas por los abusos e irregularidades de la banca estadounidense desencadenaron las hostilidades en Europa. Y luego se hace todo lo posible por evitar un efecto feedback.

			Los cinco puntos se consideran elementos imprescindibles para evitar el desastre. Los líderes europeos entienden que lo que está en juego no es Grecia o Irlanda, ni siquiera el contagio de la volatilidad a España, Portugal o Italia, sino la supervivencia del euro.

			Zapatero, que apenas unos días antes había recibido en la Moncloa al líder de la oposición, Mariano Rajoy, y le había dicho que «reducción del déficit público sí, pero a cámara lenta» no tiene más remedio que cambiar de sentido su política económica y aplicar con extrema urgencia la cirugía agresiva que le habían exigido en Bruselas a cambio de ayuda en caso de que le fuera necesaria a España. En un dramático pleno en el Congreso de los Diputados anuncia una reducción compulsiva del déficit público por valor de 15.000 millones de euros (un 1,5% del PIB), la congelación de la mayor parte de las pensiones para lo que resta de año, la reducción del salario de los funcionarios en una cuantía del 5%, la eliminación del cheque-bebé, el recorte de 6.000 millones en inversión pública, una disminución de 600 millones en ayuda al desarrollo y la eliminación de la retroactividad en los pagos de la dependencia. Son las primeras medidas de choque de las muchas que llegarán, que asombrarán a los ciudadanos sobre todo por no estar preparados para ellas, y sin que el grado de explicación de las mismas fuese suficiente.

			Ese pleno del Congreso del 12 de mayo de 2010 es descrito por Zapatero en sus memorias del siguiente modo: «Fueron dos minutos y medio. Doscientas setenta palabras interminables que leí con toda la convicción de que fui capaz. Mientras desgranaba los recortes en el presupuesto, miraba una y otra vez a los diputados de mi grupo, seguramente para encontrar un refugio en sus gestos, para adivinar en ellos una actitud de comprensión. Las caras de los compañeros eran serias, graves y con algún rictus de amargura. Pero no advertí rechazo, más bien resignación [...]. Pensando en mi país, siempre temí que la caída en un rescate nos devolviera a un estado de ánimo colectivo parecido al sentimiento del noventa y ocho. Otra vez en nuestra historia un “no podemos”. Otra vez los demonios de nuestro atormentado pasado... Después de más de tres décadas demostrando al mundo, y a nosotros mismos, que éramos capaces de convivir en libertad y progresar como pocos países de la tierra [...]. ¡Qué paradoja, qué contradicción más difícil de digerir, de racionalizar, de asumir! Quien había vivido como presidente la tasa de paro más baja de la historia veía como se destruía empleo como nunca en nuestro país. Quien había tenido tres años de superávit veía cómo llegábamos al mayor déficit público de la democracia. Y quien había gobernado con el proceso de inmigración más grande jamás conocido en España presentía un nuevo ciclo de emigración española. Todo esto en un periodo de apenas un año».

			Zapatero, que es consciente que en los Presupuestos Generales del Estado hay una serie de gastos obligatorios, que se juzgan imprescindibles y que representan alrededor del 90% del total, pretende que haya tres partidas intocables: las prestaciones por desempleo, la educación y la sanidad. El cuadro resumen que preparó el Gobierno para explicar el ajuste de 15.000 millones se abría con un titular que decía: «No se tocan los pilares del Estado de bienestar». Para el sociólogo Ignacio Sánchez-Cuenca, que ha estudiado exhaustivamente los ocho años de Zapatero, ésa fue la principal línea de defensa del ajuste frente a las numerosas críticas que sugerían que el Gobierno socialista había abandonado sus principios socialdemócratas: no había recortes ni en sanidad ni en educación, en pensiones sólo había una congelación temporal y el recorte en dependencia se aplicaba sólo a los pagos atrasados. Según Sanchez-Cuenca el Gobierno de Zapatero, ante la crisis europea de la deuda, no tuvo margen para evitar el ajuste: el mismo era el precio que tenía que pagar España a cambio del fondo de rescate. Sin embargo, adoptó la misma retórica económica de los poderes europeos y renunció a presionar para relajar el calendario del ajuste, que era muy dañino para la economía de nuestro país. Zapatero no presentó propuestas alternativas en Bruselas, el Gobierno no hizo una lectura alternativa de la crisis en los foros de la UE y no supo establecer coaliciones con otros países y grupos políticos para resistir las políticas que Alemania y Francia impusieron a través de las instituciones europeas.

			Las reformas que Zapatero puso en marcha a partir de 2010 (y que fueron continuadas con una graduación casi siempre más agresiva por el equipo de Rajoy) representaron un viraje en la gestión de la crisis económica; el presidente comenzó la legislatura minimizando los efectos de la crisis y prometiendo el gasto como principal medida para reactivar la economía, pero acabó su segundo mandato —consciente de la imposibilidad de volver a ganar las elecciones por su descrédito—con un discurso de «sangre, sudor y lágrimas» y unas reformas estructurales cuyo principal objetivo era siempre la reducción del déficit. Zapatero justificó el cambio de rumbo del Gobierno apelando al «sentido de la responsabilidad» y diciendo que su compromiso con las reformas estaba por encima de los intereses electorales del partido. 

			A comienzos de su segunda legislatura (año 2008), el Gobierno se resistió, como hemos visto, a reconocer la existencia de la crisis, en parte porque creía que si se hablaba de ella no se conseguiría transmitir a la sociedad la confianza y el optimismo necesarios para una recuperación. A medida que se deterioraba la situación económica, el Gobierno tuvo que hacer continuas actualizaciones de un discurso que por su sesgo optimista siempre quedaba algo detrás de los acontecimientos. Debido quizá también a una excesiva preocupación porque los ciudadanos no le culparan de la llegada de la crisis, el Ejecutivo olvidó que era la propia llegada de la recesión, y no su aparición, lo que podría tener efectos electorales negativos. De hecho, los datos mostraron con posterioridad que el Gobierno fue más penalizado por la gestión de la crisis que por la situación económica.

			El viraje de Zapatero debilitó mucho el sustento ideológico de su proyecto político. En la primera legislatura, el presidente de Gobierno había defendido un plan de reformas en materia de derechos civiles desde un fuerte compromiso con una idea de ciudadanía a la que se vinculaba la ampliación de derechos colectivos y la ausencia de discriminación. En cambio, la firmeza de la actuación del Ejecutivo a partir de las reformas de 2010 (seguidas de una reforma laboral y otra del sistema de pensiones) vino impelida por la crisis de la deuda. El Gobierno desplegó un amplio catálogo de razones con las que convencer a la ciudadanía de lo imprescindibles que eran los recortes y de la necesidad de las profundas reformas estructurales para conseguir una economía más competitiva con la que garantizar el Estado de bienestar. Pero faltaba en su discurso el sustrato de antaño, basado en el republicanismo del politólogo irlandés Philip Pettit, que se paseó por España con frecuencia durante los primeros años del zapaterismo.

			A partir de mayo de 2010 se acelera la decadencia del proyecto socialista. La gestión de la crisis económica monopolizó la agenda política. Ello complicó la acción del PSOE por efecto de una cierta esquizofrenia, ya que los socialistas en el Gobierno tenían que responder al tiempo a las urgencias de los mercados que exigían otra política económica y unas reformas pendientes—y que multiplicaban las presiones sobre las mismas encareciendo la prima de riesgo de la deuda española (con lo cual costaba más financiarse para pagar lo que ya se debía o para conseguir dinero fresco con el que sufragar los compromisos adquiridos con los ciudadanos en materia de Estado de bienestar, gastos corrientes, otras partidas presupuestarias...)—y a la necesaria negociación con el resto de los agentes políticos, económicos y sociales dado que no disponían de la mayoría absoluta, y que les demandaban a veces soluciones antagónicas a las de los mercados.

			La opinión pública acusó inmediatamente estas dificultades de los socialistas, lo que se trasladó a los sondeos en forma de una doble tendencia: pérdida de confianza en la capacidad de gestión del Gobierno (y en especial, de su presidente), con la excepción de las políticas relacionadas con la seguridad ciudadana y el terrorismo de ETA; y notable descenso en la intención de voto del PSOE, especialmente entre la izquierda.

			A pesar de las reformas citadas, iniciadas a partir de mayo de 2010 (a las que hay que añadir una reforma financiera para combatir el deterioro de bastantes de las cajas de ahorro) no remitió la presión sobre la deuda española ni cambió la tendencia a la recesión. El Gobierno de Zapatero no inspiraba confianza. Esa presión se hizo insoportable y en el verano del año 2011 el BCE se vio obligado a compras masivas de deuda italiana y española, so pena de un colapso inmediato, que hubiera arrastrado a toda la zona euro. España e Italia eran dos países tan grandes que no se les podía aplicar la solución intervencionista de Grecia, Irlanda y Portugal, y, de modo paralelo, eran demasiado grandes para quebrar. En ese momento, el BCE envía dos cartas a los primeros ministros de Italia y España. La italiana es hecha pública inmediatamente en las páginas de la prensa del país. La española permanece en secreto hasta que a finales de 2013 Zapatero la publica íntegramente en sus memorias El dilema. Más allá del escándalo que genera la utilización privada de una carta pública (que antes se le había negado hasta al Parlamento), la misiva es muy representativa del poder del BCE en la resolución de la crisis económica. Firmada por el gobernador del BCE, Jean-Claude Trichet, y por el gobernador del Banco de España, Miguel Ángel Fernández Ordóñez (detalle no menor y poco resaltado), y con copia a la ministra de Economía Elena Salgado, merece la pena su reproducción íntegra, como un documento excepcional:

			 

			Querido presidente del Gobierno:

			 

			El Consejo de Gobierno del Banco Central Europeo abordó el 4 de agosto de 2011 la situación de los mercados de deuda pública española. El Consejo de Gobierno considera esencial que las autoridades españolas adopten medidas urgentes encaminadas a devolver la credibilidad de la firma soberana en los mercados de capitales.

			Recordamos que la cumbre de jefes de Estado y de Gobierno de la zona euro celebrada el 21 de julio de 2011 concluyó que «todos los países de la zona del euro reafirman solemnemente su determinación absoluta de hacer plenamente honor a su propia firma soberana y a todos sus compromisos en materia de condiciones presupuestarias sostenibles y reformas estructurales». El Consejo de Gobierno considera que España debe apuntalar urgentemente la reputación de su firma soberana y su compromiso con la sensibilidad fiscal y las reformas estructurales, y hacerlo mediante pruebas creíbles. 

			En la coyuntura actual, consideramos esencial la adopción de las siguientes medidas:

			1.- Consideramos necesario adoptar medidas adicionales que mejoren el funcionamiento del mercado de trabajo con vistas a lograr claros avances en la reducción de la elevada tasa de paro.

			a) El decreto-ley de reforma de la negociación colectiva aprobado por el Gobierno español el 10 de junio debería reforzar de manera más efectiva el papel de los acuerdos en el ámbito empresarial con vistas a garantizar una descentralización real de las negociaciones salariales. En el transcurso del próximo trámite parlamentario deberían aprobarse enmiendas que lleven a reducir la posibilidad de que acuerdos en el sector industrial (en ámbitos nacional o regional) limiten la aplicabilidad de acuerdos a nivel empresarial.

			b) Además, nos preocupa enormemente que el Gobierno no haya adoptado ninguna medida para suprimir las cláusulas de indiciación de la inflación. Dichas cláusulas no constituyen un elemento adecuado en los mercados laborales de una unión monetaria, dado que suponen un obstáculo estructural para el ajuste de los costes laborales y, por ello, contribuyen a dificultar la competitividad y el crecimiento. Animamos al Gobierno a tomar medidas audaces y excepcionales para excluir el recurso a dichas cláusulas a la vista de la actual crisis.

			c) El Gobierno también debería tomar medidas excepcionales para promover la moderación salarial del sector privado, en consonancia con las reducciones significativas de los salarios públicos acordadas el año anterior. Invitamos al Gobierno a explorar todas las vías posibles para la consecución de dicho fin.

			d) Asimismo, sugerimos revisar en breve otras regulaciones del mercado laboral con vistas a acelerar la reintegración de los desempleados en el mercado de trabajo. Vemos importantes ventajas en la adopción de un nuevo contrato laboral excepcional en el que las indemnizaciones por despido sean muy bajas, y que se aplique durante un periodo limitado de tiempo. Además, sugerimos suprimir toda restricción a la prórroga de contratos temporales durante cierto periodo de tiempo.

			A la vista de la gravedad de la situación de los mercados financieros, consideramos fundamental que las medidas en los campos arriba expuestos, se tomen con la mayor brevedad posible, y a más tardar a finales de agosto.

			2.- El Gobierno también debe adoptar medidas audaces que garanticen la sostenibilidad de las finanzas públicas.

			a) El Gobierno debería demostrar de manera clara, con acciones, su compromiso incondicional con el cumplimiento de los objetivos de política fiscal, independientemente de la situación económica. Con este fin, instamos al Gobierno a anunciar, a lo largo del presente mes, medidas adicionales de consolidación fiscal estructural para lo que queda de 2011 superiores, como mínimo, al 0,5% del PIB, con vistas a convencer a los mercados de que el objetivo de déficit del 6% se alcanzará sean cuales sean las circunstancias. Simultáneamente, han de seguir aplicándose normas fiscales nacionales que aseguren el control de los presupuestos regionales y locales (incluyendo la autorización para la emisión de deuda por parte de los gobiernos regionales), y han de implementarse con celeridad, si es necesario, planes gubernamentales de consolidación de los gobiernos regionales.

			b) La reciente publicación de los datos trimestrales sobre la ejecución del presupuesto de los gobiernos regionales es un importante paso adelante en cuanto a transparencia, pero no va todo lo lejos que debiera. El Gobierno debería publicar a corto plazo las cuentas nacionales de otros subsectores gubernamentales, con el mismo detalle y frecuencia que se aplica al Gobierno central.

			c) Se acoge con agrado la introducción de una nueva regla de gasto (que limita los incrementos de gasto, en periodos normales, a la tasa de crecimiento tendencial del PIB, a menos que se financien mediante cambios en la legislación impositiva). Resulta básico que esa regla se aplique en el futuro a todos los subsectores gubernamentales.

			3.- Finalmente, animamos al Gobierno a adoptar más reformas del mercado de productos. En este ámbito deberían abordarse diversos aspectos:

			(I) Aumentar la competitividad en el sector energético para que los precios reflejen mejor el coste de la energía, así como adoptar medidas para reducir el alto nivel de dependencia energética de la economía española.

			(II) Promover el mercado de alquileres para la vivienda mejorando la regulación de los contratos.

			(III) Aumentar la competitividad en el sector servicio abordando específicamente la regulación de los servicios profesionales.

			En suma, confiamos en que el Gobierno español sea consciente de su altísima responsabilidad en el buen funcionamiento de la zona euro en la actual coyuntura, y que de manera decidida adopte las medidas necesarias para recuperar nuevamente la confianza de los mercados en la sostenibilidad de sus políticas. Dichas medidas, sumadas a las que ya están en marcha para reestructurar y recapitalizar el sector bancario español, deberían dar como resultados grandes beneficios no sólo a la economía española, sino a la zona euro en su conjunto.

			 

			Un momento. Detengamos la lectura y volvamos otra vez al principio de la carta de Trichet y Fernández Ordóñez al presidente del Gobierno español. Releámosla. No es sólo el contenido profundamente ideológico de la misma, sino su tono. Parece una pieza imperial en la que el emperador exige al súbdito y le exige que se suicide «sean cuales sean las circunstancias» y con la mayor rapidez posible. Creo que no se ha concedido toda la atención que merecen estos párrafos en los que, por cierto se habla sobre todo de mercado laboral y de déficit público, y no se dice una palabra sobre la situación del sistema financiero español, que en esas fecha ya estaba enchufado a la manga riega del BCE: recibir préstamos al 1% para comprar deuda pública al 4%, 5%, 6% o incluso a un tipo superior. Negocio redondo y sin riesgo. La carta genera contradicciones muy profundas para quien crea en la democracia y sus procedimientos.

			No es extraña, a la luz de la carta y otras intervenciones continuas, la percepción creciente que los ciudadanos tienen la UE y sus instituciones, entre las cuales figura en un lugar preponderante el BCE. La mayor parte de las medidas económicas que se aplican y que son inspiradas por Bruselas (siempre en la misma dirección de la austeridad y el rigor mortis) no se discuten en los parlamentos nacionales, como correspondería, sino que son analizadas—y aprobadas—en lugares opacos de los que no se conocen las actas del debate (si lo hubo). Uno de los últimos ejemplos se produjo en marzo de 2013, cuando un pequeño país de la zona euro, Chipre (tan sólo el 0,2% de la economía de la eurozona), fue intervenido mediante un procedimiento hasta ese momento peculiar, como es hacer responsable de un sector financiero engordado y débil a los depositantes de las entidades financieras (en un primer momento se pretendió que entre esos responsables estuviesen los pequeños depositantes, que tenían asegurados sus ahorros de menos de 100.000 euros cada uno a través del fondo de garantía de depósitos). Pues bien, cuando se interviene Chipre apenas habían pasado unas semanas de unas elecciones generales en ese país—con cambio del partido gobernante—y ninguna de las formaciones en liza llevaba en sus programas o en sus declaraciones públicas nada que pudiera recordar al corralito que se instaló en la parte grecochipriota de la isla. Y sin embargo, en el Eurogrupo (17 ministros de Economía) hubo unanimidad en tomar esas decisiones (eliminar la garantía de los pequeños depósitos a través de un impuesto a los mismos, y suspensión de la movilidad de capitales, principio básico de la Unión Económica y Monetaria), inmediatamente corregidas a raíz del monumental escándalo montado sobre la quita a los depositantes y su posible efecto contagio al resto de los países del euro, con un aumento de la incertidumbre y de la alarma social ciudadana.

			Las reformas adoptadas por Bruselas tienen como objetivo genérico reducir la soberanía de los parlamento y de los Gobiernos nacionales en beneficio de unas instituciones y unos funcionarios difícilmente reconocibles como democráticos, y no sometidas al poder del voto para castigarlas o premiarlas por su acción. No se trata de una cesión de soberanía desde las democracias nacionales a una democracia regional, sino desde las primeras a no se sabe qué ni quién. Son instituciones autónomas del voto, al menos en primera instancia. La percepción de que las políticas aplicadas por Bruselas o Francfort (sede del Banco Central Europeo) no responden a las demandas de los ciudadanos y son subsidiarias del poder político europeo (Alemania y su entorno) es cada vez mayor, y el alejamiento de Europa ha aumentado. La opinión de cada vez más gente, expresada en los sondeos, de que se delega la política económica principal en manos de tecnócratas y de organismos supranacionales no elegidos directamente debilita el sentido de la democracia. El descontento se manifiesta no sólo en el contenido de la política de consolidación fiscal a ultranza y de talla única, sino también en las formas poco democráticas con las que se está imponiendo.

			 

			 

			DEL SUPERÁVIT AL DÉFICIT DEMOCRÁTICO

			 

			Es la primera vez desde que España ingresó en la UE a mitad de los años ochenta del siglo pasado en que esta no es vista por los ciudadanos como una solución a los problemas nacionales, sino como un problema en sí misma. España como problema y Europa también, lo contrario de lo que decía Ortega a principios del siglo XX. Desde que comenzó la crisis económica, España es el país en el que más se ha deteriorado la imagen de la UE: un malestar desconocido por su intensidad. Se ha perdido ese unanimismo, ese implícito «consenso primitivo» entre los partidos y los ciudadanos, según el cual estar en Europa, pertenecer a Europa, operar con las reglas europeas convertía a nuestro país en más democrático y más justo. Se ha pasado sin solución de continuidad de una especie de «superávit democrático» derivado de la pertenencia a la UE (Claudio Sánchez Albornoz escribía: «En Europa, con Europa, frente a Europa, al margen de Europa, en busca de Europa, angustiados por Europa... ¿Cómo hemos vivido los españoles en el extremo promontorio sureste de Europa que es España?») al «déficit democrático» descrito antes, mediante el cual los españoles perciben por primera vez que las políticas europeas no son neutras, sino que generan vencedores y perdedores en función de la clase social, la edad o la ocupación, y que jerarquizan a los ciudadanos y a los Estados de la UE en función de una escala de valores no debatidos democráticamente ni compartidos por todos.

			La percepción ciudadana (que se manifiesta en el sondeo a expertos que todos los años elabora el «Informe sobre la democracia en España», de la Fundación Alternativas) de que se está produciendo una creciente colonización de las políticas nacionales por parte de una tecnocracia europea (Draghi, Monti, Papademos...) da lugar al acuñamiento de un nuevo concepto, el de «estado de excepción tecnocrático», al que se atribuyen cuatro características:

			1) La marginación de las opciones ideológicas y la propuesta de Gobiernos de unidad nacional con carácter supuestamente experto y no político.

			2) La marginación de las elecciones como elemento decisorio principal del que dispone la ciudadanía para el cambio de políticas y de gobernantes.

			3) La conversión de los parlamentos nacionales en máquinas de legitimación ex post de las políticas ya adoptadas en el contexto europeo, anulando su papel de legitimación ex ante, vía deliberación y producción legislativa.

			4) La suspensión, por ahora, temporal, pero con intención de convertirse en definitiva, de las reglas que marcan la delimitación de competencias entre la UE y los Estados miembro, situándose un gran número de áreas de políticas de enorme sensibilidad (fiscalidad, pensiones, mercados laborales...) hasta hace poco en el ámbito nacional, bajo supervisión directa de las instituciones europeas.

			Más allá de los recortes asumidos desde mayo de 2010, y de las reformas estructurales puestas en marcha, todavía le quedaba al Gobierno un golpe de efecto para tranquilizar a los mercados y reducir la prima de riesgo que día a día empobrecía al país, al tener que dedicar más esfuerzos al pago de la deuda y retirárselos al de otras obligaciones presupuestarias: en medio de la canícula del mes de agosto de 2011 anunció en medio de la total sorpresa (ni muchos ministros, ni los cuadros del PSOE, ni la mayor parte de los responsables de otros grupos parlamentarios lo sabían) una reforma urgente de la Constitución (de su artículo 135) para prohibir el déficit estructural en condiciones normales y hacer prevalecer el pago de la deuda sobre cualquier otra obligación o promesa. El nuevo artículo 135 de la Constitución dice, en esencia, lo siguiente: «Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria. El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit estructural que supere los márgenes establecidos, en su caso, por la UE para sus Estados miembro [...]. Los límites del déficit estructural y de volumen de la deuda pública sólo podrán superarse en caso de catástrofes naturales, recesión económica o situaciones de emergencia extraordinaria que escapen al control del Estado y perjudiquen considerablemente la situación financiera o la sostenibilidad económica o social del Estado, apreciados por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados [...]. Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las Administraciones se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus presupuestos y su pago gozará de prioridad absoluta [...]».

			Al margen del procedimiento utilizado para esta reforma constitucional (sin debate, con agostidad...) resulta peculiar que sea un gobierno socialdemócrata el que renuncie a una herramienta de la política económica como la utilización del déficit público con criterios contracíclicos, tan familiar a esa familia ideológica, imposibilitando prácticamente la aplicación de los planes de estímulos tan necesarios en malas coyunturas, como demuestra la historia económica. En el contexto europeo, en el que la política monetaria está cedida al BCE, la decisión de Zapatero dejaba al Ejecutivo sin apenas armas para el autogobierno económico en coyunturas difíciles.

			Para colmo, tal concesión tampoco tranquilizó a los mercados. Ni gustó a los ciudadanos. El 20 de noviembre (aniversario de la muerte de Franco y de José Antonio Primo de Rivera) de 2011, el PP ganó las elecciones por mayoría absoluta mientras la prima de riesgo continuaba disparada.

			 

			 

			EL PARTIDO DE LOS EMPRESARIOS

			 

			Como tal victoria estaba cantada previamente, el PP se esforzó en elaborar un programa electoral que apenas dijese nada. Ideas generales sobre la recuperación económica (a través de la bajada de impuestos) y sobre la regeneración institucional (impulsadas por el diálogo y la elevación del Parlamento a lugar central de la vida política cotidiana). Pronto se vio , a pesar de esas generalidades, ni lo uno ni lo otro: Mariano Rajoy subió los impuestos y bajó el gasto en protección social, obsesionado por cumplir sus obligaciones europeas de disminuir el déficit público, única prioridad de su Ejecutivo. En cuanto a la regeneración democrática, no hubo consenso alguno con los demás agentes políticos y sociales en las principales medidas tomadas y el PP gobernó a través del procedimiento del decreto ley, que está reservado a casos de extrema necesidad y urgencia. Por el método del decreto ley se legislaron, entre otros aspectos, asuntos tan centrales como el saneamiento financiero, la reforma laboral, los ajustes en materia sanitaria o el régimen de administración de Radio Televisión Española (RTVE). El ejemplo más burlesco puede ser el primero: mientras que en otros parlamentos nacionales de la UE se discutía acerca del rescate que se iba a conceder a las entidades financieras españolas para que sobreviviesen a la crisis (una línea de crédito de hasta 100.000 millones de euros, de la que se utilizó alrededor de la mitad), en el español no se hacía pese a las enormes cantidades de dinero público que se movilizaron. La crisis bancaria no ha sido objeto de ninguna investigación parlamentaria seria, y subcomisiones de nombre tan rimbombante como Reestructuración Bancaria y Saneamiento Financiero y de Transparencia de Productos Financieros e Hipotecarios (ambas dependientes de la Comisión de Economía y Competitividad) no han dado origen a ningún documento analítico que haya podido ser discutido públicamente.

			Y eso que la reforma financiera fue un elemento central de la política económica del Gobierno de Rajoy. El diagnóstico de la crisis financiera general y de sus efectos sobre el sistema bancario español fue erróneo desde el principio, allá por el año 2007. El mensaje de entonces fue que las entidades de crédito españolas estaban poco afectadas por la crisis y que su solvencia era satisfactoria, tanto por la supervisión del Banco de España como por la existencia de cuantiosas provisiones para hacer frente a hipotéticos problemas. Se llegó a afirmar que el sistema financiero español era el más sólido del mundo. Entre 2008 y 2011, el Reino Unido, por ejemplo, había utilizado dinero público para sanear su banca por valor del 7,3% de su PIB, Alemania por el 4,5% y Holanda por un 4%, pero España no había comenzado su saneamiento.

			La segunda reforma estrella del PP fue la laboral, una reforma profundamente ideológica. Se justificó en la búsqueda de las condiciones para generar empleo con tasas de crecimiento más bajas que las tradicionales de la economía española, y para paliar la dualidad (trabajadores fijos / trabajadores precarios) del mercado laboral español, que es una de las más altas de Europa. Dos años después de su implantación puede considerarse un auténtico fracaso: ni lo uno, ni lo otro. Para lo que más está sirviendo la reforma laboral hasta ahora es para facilitar la devaluación salarial (reducción de salarios), apoyada en la ruptura del equilibrio del poder en el seno de la empresa, a favor de los empresarios y en contra de los sindicatos. ¿Qué tenía el decreto ley de la reforma laboral que apareció publicado en el Boletín Oficial del Estado (BOE) en febrero de 2013, que pudiese asegurar la creación de empleo digno y estable? Nada. Dependería de la buena voluntad de quien lo aplique. ¿Qué contenía para acabar con la dualidad del mercado de trabajo, principal objeto de los cambios según la ministra de Empleo? Bastante: convertía a prácticamente toda la población activa en trabajadores precarios. ¿Qué medidas había que sirviesen para abaratar el despido? Multitud de ellas, sobre todo en tiempos de crisis tan profunda y larga para las empresas como los que se están viviendo. La experiencia de más de dos años indica que esto se ha obtenido con abundancia.

			¿Declararon el presidente de Gobierno, Mariano Rajoy, y otros dirigentes del PP en la campaña lectoral que no contemplaban abaratar el despido? Sí, de modo explícito, de manera reiterada; las hemerotecas lo muestran con nitidez. ¿Engañaron, pues, al electorado, teniendo en cuenta que en el número de desempleados no hay posibilidad de error u ocultación por parte del anterior Ejecutivo o de Eurostat, y por consiguiente no cabe ningún factor sorpresa como, por ejemplo, en la evaluación del déficit público? Sí, engañaron con alevosía y premeditación. ¿Han violentado el mandato electoral? Desde luego. ¿Se conocieron las líneas principales de la reforma laboral en el Parlamento, en las reiteradas comparecencias de los responsables de la misma? De ningún modo, más bien las ocultaron tras el mcguffin del contrato único. ¿Se las adelantaron, en una norma de cortesía, a los agentes económicos y sociales, que son los que principalmente las aplicarán? Estos dijeron que tampoco. ¿Las explicaron en toda su extensión cuando los representantes del Ejecutivo comparecieron ante los medios de comunicación en La Moncloa, tras el Consejo de Ministros que aprobó la reforma? No. De la lectura en el BOE ya se desprendían consecuencias de calado en relación con los salarios de las que nadie dio cuenta, en su día. ¿Es la aplicación de la mayoría absoluta equivalente al respeto de los procedimientos democráticos? Desde Tocqueville se sabe que no. ¿Tenía razón el ministro de Economía, Luis de Guindos, cuando cuchicheaba al oído del comisario de Economía de la UE, Oli Rehn—con un lenguaje corporal claramente de inferior a superior—que la reforma laboral iba a ser «extremadamente, extremadamente agresiva». Sí, tenía razón.

			Coincidiendo con el texto de esta reforma, la Fundación Primero de Mayo, de Comisiones Obreras (CC.OO.), publicó un interesante documento que analizaba las reformas laborales en España desde la transición, y su repercusión en materia de contratación y empleo. En él se demostraba que los distintos Gobiernos (Suárez, Calvo Sotelo, Felipe González, Aznar, Rodríguez Zapatero y Rajoy) han dado luz verde a 52 reformas laborales desde la aprobación del Estatuto de los Trabajadores en 1980. ¿Será necesaria una nueva reforma laboral, después de la última hasta ahora, con objetivos tan familiares como reducir la heterogeneidad del mercado de trabajo español (fijos, temporales, a tiempo parcial, desempleados, economía sumergida...), facilitar la creación de empleo, y reestablecer un equilibrio de poder en el seno de la empresa, cuya ruptura fue el objetivo fundamental de la del PP (hasta el punto de que por ella se le denominó «el partido de los empresarios»), haya fracasado? Sí, sin duda. ¿Fue equilibrada la reforma laboral de febrero de 2013, como declararon en tromba los miembros del Ejecutivo Rajoy? No. Fue muy desequilibrada.

			Durante la primera parte de la primera legislatura de Rajoy (donde se cierra este libro) prácticamente todos los datos macroeconómicos fueron a peor: cuando el PP llega a La Moncloa la economía estaba casi estancada (PIB del 0,4%) y un año después estaba en recesión (-1,4% interanual); el déficit del Estado había quedado en el 9,4% del PIB y cerró en 2012 con el 10,6%; la deuda pública subió del 69% al 84,1%; el paro pasó de un 22,85% de la población activa al 26,02% ... El balance macroeconómico no podía ser peor.

			Pero hay un aspecto, menos coyuntural, que merece ser subrayado. El papel de Europa, tanto en el periodo de Zapatero como en el de Rajoy. Hay analistas que hacen una analogía entre lo sucedido a Zapatero en mayo de 2010 (advirtiéndole que o rectificaba su política económica o el país sería intervenido) y lo que en el año 1981 le ocurrió al presidente francés François Mitterrand, cuando la presión de los mercados le obligó a abandonar la política de izquierdas con la que había comenzado su mandato (incremento del salario mínimo, expansión de la demanda con inversión pública, reducción de la jornada de trabajo, nacionalización de hasta 36 bancos, incremento del déficit público...). La diferencia principal es que el socialismo francés ha debatido mucho desde entonces sobre la autonomía de los mercados y el papel de la política en la Europa unida, y el socialismo español ha brillado por su ausencia en las interpretaciones sobre los mismos temas desde esa amenaza de intervención.

			En alguna de las declaraciones públicas (y en sus memorias) que ha hecho Zapatero desde que dejó la presidencia de Gobierno, ha subrayado que uno de los activos de la última etapa de su legislatura fue, precisamente, evitar la intervención de la troika sobre la economía española. Es de lo mismo que ha presumido Rajoy, aunque nada más llegar a La Moncloa perdió la autonomía que quizá hubiese pretendido para conducir autónomamente la salida a la crisis económica, quedando en manos de la troika (sobre todo porque aunque no se produjo una intervención del país sí la hubo sobre el sistema financiero, con la mencionada póliza de crédito de 100.000 millones, acompañada de dos muletas debilitantes: los bancos serían supervisados por los hombres de negro de la troika, y la negativa de Alemania a permitir la recapitalización directa de los bancos españoles con ayudas europeas, lo que significa que el Gobierno tendrá que contabilizar los préstamos como deuda pública y si son fallidos—como ya ha ocurrido en una parte—como déficit público).

			Así lo reconoció el presidente español cuando el 11 de julio de 2012 dijo en el Congreso de los Diputados: «Los españoles hemos llegado a un punto en que no podemos elegir entre quedarnos como estamos o hacer sacrificios. No tenemos esa libertad. Las circunstancias no son tan generosas. La única opción que la realidad nos permite es aceptar los sacrificios y renunciar a algo; o rechazar los sacrificios y renunciar a todo» (diario de sesiones del Congreso de los Diputados).

			Son, pues, ya dos los gobiernos españoles, de distinto signo ideológico, los que al intentar aplicar sus propias recetas para superar las dificultades económicas, se ven obligados a rectificar. Gobiernos que, de facto, no gobiernan al menos con los programas con los que fueron elegidos. Este es el momento en el que estamos: el estrechamiento del rango de las medidas que se pueden adoptar en el marco nacional (que es el que por ahora tiene las estructuras constitucionales y democráticas más garantistas) es tan notable que, para frustración de los ciudadanos, los cambios de Gobierno no desembocan en cambios en las políticas. Si se entiende por soberanía no sólo la autonomía del Estado respecto de los otros Estados sino la capacidad de los ciudadanos de decidir acerca de su futuro y obligarse sólo por aquellas normas a las cuales ha prestado su consentimiento expreso por un debate político, la percepción dominante de la sociedad española (y de otras europeas) es que la soberanía, entendida como márgenes para decidir, se está reduciendo más y más. Resumiendo: si la legitimidad de un sistema político tiene tres dimensiones (los resultados, los procedimientos y las identidades) parece que la legitimidad de la UE nunca ha sido tan débil:

			a) Las políticas europeas no están siendo eficientes a la hora de superar la crisis y generar empleo y crecimiento.

			b) El modo tecnocrático-burocrático con el que se ha tomado un gran número de decisiones ha reformado el déficit democrático.

			c) La reaparición de espereotipos nacionales, la ruptura de la confianza entre acreedores y deudores, norte y sur, centro y periferia, debilita las bases transnacionales de la integración.

			El deterioro de la calidad de la democracia en los últimos tiempos no tiene parangón en la historia reciente. Es un comentario unánime en todo tipo de analistas que se manifestó, con abundancia, con motivo de los comentarios a la muerte de Adolfo Suárez, el primer presidente de la joven democracia española. No se trata de una tendencia lineal a la baja, sino de un trauma. No hay deslizamiento sino ruptura. La causa fundamental, aunque no la única, es el derrumbe de las expectativas políticas y sociales ciudadanas por su escasa esperanza de que se generen cambios a corto plazo que reviertan su situación. Crisis tan profundas y tan largas como las que estamos sufriendo tienen como efecto colateral un carácter revelador: permiten que hasta el ciudadano más ajeno a ideologías explícitas se dé cuenta de la evolución de la democracia hacia la tecnocracia (el Gobierno de los expertos) y hacia la plutocracia (el Gobierno de los más ricos), con unos poderes públicos elegidos con su voto cada vez más sometidos a las exigencias del poder económico y al discurso de los expertos como fuente principal de legitimación política. Aunque conserven cierta autonomía.

			Frente a ello no caben las respuestas emocionales o simplistas, pues dan lugar a la demagogia o a los populismos de uno u otro signo, como desgraciadamente se está viendo cada vez con más frecuencia en la vida pública. Hay que tratar a los mitos como tales. Existe desde hace tiempo una tendencia a combatir los valores de la transición española desde el cómodo «deber ser» de los que no hicieron nada en ella: o porque no quisieron o porque no tenían edad para ello. Según esta corriente revisionista, la democracia española ha sido poco más que una concesión de los herederos del franquismo, enquistados en ella. Lo que había valido mucho cuando las cosas fueron más o menos bien, ahora no vale nada, no vale la pena. El escritor Antonio Muñoz Molina hace una reivindicación de este periodo, pese a todos sus defectos: seguramente es una democracia imperfecta que no se parece a ningún paraíso soñado, y que sólo despertará una lealtad incondicional en el caso de que haya posibilidades de perderla, pero «es el régimen comparativamente más libre y más justo que ha conocido nunca nuestro país, más que la inmensa mayoría de los otros en el mundo, fuera de la franja muy limitada de los países al oeste de Europa». Europa, pese a todos los defectos descritos, sigue constituyendo una isla de bienes públicos, libertades individuales y protección social.

			Hay que hacer una reivindicación activa, militante, de estos valores y de ese periodo frente a posiciones nihilistas (derruir todo sin saber por qué sustituirlo), porque la historia dice que lo que un día es más indiscutible y más sólido, y nos importa más, mañana puede haberse desmoronado o puede haber sucumbido a un desguace motivado por intereses económicos, ideológicos o políticos, o simplemente porque no hubo un número suficiente de personas capaces que tuvieron el coraje de defenderlo. Las cosas se deterioran poco a poco, dice Muñoz Molina, y de pronto, en vez de continuar en ese estado letárgico que se ha vuelto tolerable, se hunden del todo, sin transición, como se hunde una casa que parecía detenida en una lenta ruina.

			No se puede hacer cada vez más formal la participación política por mor de la aplicación abusiva de una mayoría absoluta. No se puede patrimonializar indefinidamente las instituciones en aras de un bipartidismo cada vez más imperfecto. No se ha de hacer estructural la opacidad de lo público en todas sus estructuras. No se pueden reducir indefinidamente las inversiones en la sanidad, la educación o la justicia en aras de una austeridad autoritaria que viene impuesta desde estructuras poco representativas. Ni aplicar políticas que conducen a un paro estructural de dos dígitos, que tardará décadas en eliminarse, condenando a una generación (no la generación perdida, sino la generación robada) a la marginalidad o a la inempleabilidad... Pasado cierto tiempo ocurre el desastre y el deterioro deja de ser reversible, escribe el novelista. Los ciudadanos se han visto sometidos a un durísimo ajuste sin tener claras las salidas a largo plazo: qué tipo de país queremos ser y queremos tener.

			Así pues, lo que no ha cambiado entre lo que se explica en el prólogo a esta edición, a veces sombrío, y los demás capítulos, más optimistas, es la demanda de un pacto de sacrificios compartidos para aplicar, primero, las políticas anticrisis, y después las reformas estructurales (que no son recortes) pendientes, capaces de conducir, tras la superación de las dificultades más aguda, a un nuevo periodo de prosperidad, de convergencia real con los principales países de la UE, y de redistribución. Este compromiso histórico, que hasta hace poco tiempo debía concentrarse sólo en el área económica, se ha de expandir inexorablemente a los aspectos institucionales y políticos citados de paso en el texto. Muñoz Molina acaba su reflexión de un modo que no se puede más que compartir: si tan sólo unos años después de matarse por decenas de millones de personas y de dos guerras mundiales, los franceses y los alemanes fueron capaces de ponerse de acuerdo para crear el germen de la UE, no debería ser descabellado ni utópico que las élites alcancen ciertos acuerdos para seguir conviviendo y progresando en el Estado de derecho y en el Estado de bienestar.

			 

			Madrid, marzo de 2014
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